	Fecha
	4 de agosto de 1975
	Sesión número
	51

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MARIO GUZMAN HERRERA Y JOSÉ GILBERTO SOSA VARGAS

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que han ejercido posesión de más de diez años en la zona conocida como “Playón de Barranca” y que, aprovechando que habían podido conseguir madera, procedieron a levantar las construcciones existentes en sus lotes y sustituirlas por otras más firmes. Que el Comandante de Plaza de Puntarenas procedió a arrasar las construcciones, golpeando la Guardia Civil a las mujeres y niños que ahí se encontraban, a pesar de no existir orden judicial alguna. Alegan violación de los artículos 33, 23, 153 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que la propiedad fue invadida por aproximadamente 300 precaristas con 4 o 5 covachas instaladas, las cuales fueron desarmadas. Que el recurrente no ha presentado reclamo administrativo conforme a la Ley, ni los interesados han reclamado, administrativamente, los derechos que consideran violados. Que los Guardias Civiles actuaron conforme a la Ley y la gente del lugar en ningún momento fue detenida, y mucho menos lanzada. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Las autoridades actuaron en el ejercicio propio de funciones que la Constitución y las leyes les encomiendan en resguardo del orden y la tranquilidad del país (artículo 150 incisos 6° y 16° de la Constitución Política y Ley N° 5448 de 24 de diciembre de 1973), actuación originada en denuncia de que la propiedad en cuestión había sido invadida por “precaristas”, que habían levantado algunas instalaciones provisionales. Por la naturaleza propia de las mismas, no puede requerir para su ejecución orden alguna judicial previa, pues, ello haría nugatoria la potestad concedida exclusivamente al Poder Ejecutivo para preservar el orden público y evitar el daño y peligro a bienes y personas.  


N° 51
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día cuatro de agosto de mil novecientos setenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Retana, Arroyo,  Jacobo, Vallejo, Cervantes, Blanco, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Odio, Trejos, Porter, y Benavides.
Artículo V
Se entró a conocer del recurso de amparo interpuesto por los señores Mario Guzmán Herrera y José Gilberto Sosa Vargas contra el Ministro de Seguridad Pública, señor Mario Charpentier Gamboa, con base en los siguientes hechos:  “Que contiguo al Río Barranca, en la zona denominada playón del mismo nombre, existe una extensión de terreno que el propio río con sus cambios de curso y disminución de corrientes, fue generando a su margen derecha, y sobre el cual los vecinos han venido ejerciendo una posesión de más de diez años; que en la Semana Santa última, aprovechando que habían podido conseguir madera y formar un equipo de carpinteros, albañiles, etc., alguno de los demandantes procedieron a levantar las construcciones existentes en sus lotes y sustituirlas por otras más firmes; que de pronto, apareció un individuo diciéndose dueño de esos terrenos y que con la ayuda del Comandante de Plaza de Puntarenas procedió a arrasar las construcciones, no sólo quemándolas sino, incluso, tratando de borrar hasta sus últimas huellas, golpeando la Guardia Civil a las mujeres y niños que ahí se encontraban y enviando uno de estos últimos al hospital; que las arbitrariedades de la Guardia Civil, que empezaron con la destrucción de sus viviendas so pretexto de una acusación penal que resultó fracasada, continuaron con el levantamiento de cercas donde antes no existían, privándoles de las posesión que venían ejerciendo, a pesar de no existir orden judicial alguna, y destacando números de esa autoridad en el lugar de los hechos para impedir que realicen los recurrentes actos como los que tradicionalmente han venido ejerciendo por muchos años en esos terrenos; que para corregir esa arbitrariedad del Comandante de Plaza, recurrieron al señor Ministro de Seguridad Pública, el cual le envió un telegrama en donde expresa que él manda la policía a donde le da la gana.-

Expresan por último, los recurrentes que de acuerdo con los hechos expuestos, y de conformidad con la Ley de Amparo y el artículo 48 de la Constitución Política, interponen el correspondiente recurso de amparo contra el Comandante de Plaza de Puntarenas y el señor Ministro de Seguridad Pública, y acusan como violados los artículos 33, 23, 153 en relación con los números 36 y 39, todos de la Constitución Política, a la luz del trato desigual de que han sido objeto, de la orden policial sin orden judicial competente, de la privación de derechos patrimoniales e invasión de propiedad privada sin mediar mandato de la autoridad judicial.-


Solicitado que fue el informe correspondiente al señor Ministro de Seguridad Pública, éste lo rindió en nota de fecha veintiséis de mayo del corriente año (1975), en los siguientes términos: “En razón de ser Ministro de Seguridad Pública, los cargos que pudieren haber contra mis subalternos en el presente recurso, los hago de mi responsabilidad exclusiva quedando ellos al margen del mismo.- 1) El Mayor Aponte, Primer Comandante de Plaza y Guardia Civil de Puntarenas, en informe solicitado me comunica que: siendo las 9:20 horas del día 27 de marzo de 1975, fue informado el Tnte. Azofeifa Esquivel, Tercero Comandante en Servicio que, en Barranca en el área denominada “El Playón” contiguo a la Ciudadela Gonzalo Lizano, había sido invadida por precaristas, siendo afectado el señor Benjamín Cooper S., Hacienda bajo la administración del señor Guillermo Hernández.  De inmediato se apersonó al lugar de los hechos el Tnte. Azofeifa Esquivel y el Cabo Álvaro Fuentes Salas, quienes constataron que efectivamente habían aproximadamente 300 personas y con 4 o 5 covachas instaladas, estas fueron desarmadas con la misma desde ese momento quedaron dos Guardias Civiles con el propósito de evitar enfrentamientos con las partes, por ser días inhábiles para las diligencias del caso.  Cabe agregar que una vez desarmadas las covachas, el grupo de gente mermó, estando en la actualidad unas 50 personas adultas en espera de solución definitiva, sin intento de más construcciones.-  Únicamente pasan estacionadas en el área de los acontecimientos.-  Debo manifestar que según reporte del Tnte. José Francisco Sequeira Rodríguez, y el Cabo Álvaro Fuentes S. una vez desmanteladas las covachas y después de haber enviado la madera y unas láminas de hierro para techo a la Delegación de la Guardia Rural de Chacarita en un vehículo particular con instrucciones del Sr. Omar González Rodríguez, Delegado Cantonal y de la Guardia de Asistencia Rural así como el Sr. Delegado del IMAS señor Guillermo Fait Morales.-  También se quemaron unos escombros  entre ellos gran cantidad de palma, la que usaban como techo en unas de las covachas. “Firma Guillermo Aponte Agüero, Mayor Comandante de Plaza y 1° de la Guardia Civil”.- 2) No obran en mi poder diligencias algunas de este asunto, pues el recurrente no ha presentado reclamo administrativo conforme a la Ley, los interesados no han reclamado, administrativamente, los derechos que consideran violados.- 3) Lo único que figura en nuestros archivos es un telegrama enviado por el Lic. Jaime Cerdas Mora, el 14 de abril de 1975, y que presumo es en relación con este asunto; en donde solicita que para “evacuar consulta profesional” le informe sobre la acción de la Guardia Civil en Barranca.-  Telegrama que contesté y que adjunta el recurrente.-  Los Guardias Civiles en tal caso, actuaron conforme a la Ley, y al amparo de la Ley Orgánica del Ministerio de Seguridad Pública.  Y por no haberse agotado los recursos que la Ley establece, el presente Recurso de Amparo debe declararse sin lugar.-“

Posteriormente, en nota de fecha veintiocho del mismo mes de mayo, el señor Ministro agregó: 
1°) El día 24 de mayo de los corrientes, se recibió en la Secretaria el Recurso interpuesto por los señores Guzmán Herrera y Sosa Vargas; el informe respectivo para ser enviado a la Corte, fue preparado por la Sección Legal el día 26 de mayo, pero debido a que el suscrito ese día se encontraba en Liberia, atendiendo una huelga que se presentó, no le fue posible firmarlo, no siendo sino hasta el día 27 de mayo en que quedó firmado y se envió a la Corte, de ahí el atraso presentado.  No omito manifestarle que dicho Recurso fue enviado a este Despacho por correo, y no obstante tener fecha 21 de mayo, se recibió el día 23 de mayo en horas de la tarde. 2°) En el lugar indicado en el Recurso se mantiene la policía por haber amagos de violencia entre las partes; y con el propósito de mantener el orden. 3°) Las “covachas removidas, fueron dentro de un término menor a las 24 horas y fueron las construidas inmediatamente en el mismo acto de la “usurpación”.- 4°) La gente del lugar en ningún momento fue detenida, y mucho menos lanzada; y prueba de ello es que todavía permanecen en el lugar los viejos poseedores. 5°) En ningún momento hubo detenciones, lo que no se ha permitido son nuevas construcciones, pues los propietarios del inmueble solicitaron preservar el orden, y también para evitar males mayores; y tratar de solucionar el grave problema del “precarismo” y la “usurpación” de tierras, mal que día a día se agrava más en nuestro país.-


Discutido ampliamente el asunto, se acordó, por unanimidad, declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones:

I.- No es necesario referirse a los defectos de orden formal de que pueda adolecer el recurso, por ser éste, en todo caso, improcedente por motivos de fondo.-

II.-  Es verdad que el día de los sucesos y con motivo de una información suministrada al Tercer Comandante en Servicio de la Comandancia de Plaza de Puntarenas, en el sentido de que en el lugar denominado “El Playón de Barranca”, contiguo a la ciudadela Gonzalo Lizano, se había realizado una invasión de “precaristas”, la Comandancia dicha envió un destacamento de guardias civiles a ese sitio con instrucciones de que hicieran desalojar a los invasores y destruyeran sus precarias viviendas lo cual cumplieron a satisfacción.  Allí fueron dejados permanentemente en servicio activo algunos números de la Guardia Civil con el propósito de impedir que aquellos se reinstalaran.-  El señor Ministro de Seguridad Pública hizo de su “responsabilidad exclusiva” los cargos derivados de la actuación de sus subalternos en el caso concreto (ver demanda a folio 1. e informes del señor Ministro de fls. 10 a 14).  Ahora bien, las personas afectadas con la acción de las autoridades han establecido esta demanda de amparo por estimar que fue arbitraria por violar las garantías consagradas en los artículos 23, 33 153 en relación con los numerales 35 y 39 de la Constitución Política, según  lo expresan los recurrentes por el trato desigual de que han sido objeto, por la intervención policial, por la privación de los derechos patrimoniales, por invasión de propiedad privada y por la permanencia de esa misma fuerza pública en ese lugar, todo sin orden de autoridad judicial competente. Ciertamente el artículo 33 constitucional establece el principio de que todo hombre es igual ante la ley, garantía ésta que algunos autores de Derecho Público, como Ignacio Burgoá, definen como la posibilidad o capacidad que tiene una persona de adquirir derechos o contraer obligaciones, cualitativamente, propia de todos aquellos sujetos que se encuentren en una misma situación jurídica determinada (Garantías Individuales P. 190. Edición 1954); pero no se expresa en el recurso en qué consiste ese trato desigual dado por las autoridades de policía a los quejosos frente a casos similares de otros supuestos poseedores, ni este Tribunal lo colige de los hechos por los cuales se sienten ofendidos los recurrentes.  Tampoco se ha incurrido en violación del derecho constitucional atinente al domicilio, que consagra el artículo 23 de esa Ley Fundamental, porque la intervención de la Guardia Civil no tenía por objeto irrumpir ilegalmente en la esfera propia de la intimidad de los moradores de las construcciones que sorpresivamente se habían levantado, sino – bien o mal – impedir que se hicieran nuevas construcciones y destruir aquellas que en hora tan precipitada y muy posiblemente sin la autorización de las autoridades competentes respectiva, se habían construido, todo dentro de lo que esas autoridades estimaban ser el ejercicio propio de funciones que la misma Constitución y las leyes les encomiendan en resguardo del orden y la tranquilidad del país (artículo 150 incisos 6° y 16° de la Constitución Política y Ley N° 5448 de 24 de diciembre de 1973 y su respectivo reglamento), y que por la naturaleza propia de las mismas no puede requerir para su ejecución orden alguna judicial previa, pues, ello haría nugatoria la potestad concedida exclusivamente al Poder Ejecutivo para preservar el orden público y evitar el daño y peligro a bienes y personas.  Dentro de ese mismo orden de ideas, tampoco resulta atendible el recurso en cuanto a la supuesta violación del artículo 153 constitucional, porque ni el señor Ministro ni las autoridades de policía subalternas se han avocado al conocimiento y decisión de asuntos que corresponden al Poder Judicial en cumplimiento de la función que a éste le es propia también por mandato de nuestra Ley Fundamental.  Su intervención – oportuna o no – se originó en una denuncia de que la propiedad en cuestión había sido invadida por “precaristas”, que habían levantado algunas instalaciones provisionales; y su propósito fue evidentemente el de mantener el orden público y el respeto a la propiedad particular.  Si las autoridades, o el señor Ministro en el ejercicio de su cometido, excedieron el marco de sus atribuciones, su examen corresponde, en tal supuesto, a una vía diferente de la del amparo.  Tampoco puede entenderse que el señor Ministro o las Autoridades de Policía han infringido los artículos 35 y 39 de la Constitución Política, puesto que no se han constituido en jueces o tribunales especiales para juzgar la conducta de los precaristas, o impuesto pena alguna por supuestos hechos delictuosos que se atribuyan a los recurrentes.-
III.- Tampoco se puede dar por infringida la garantía que consagra el artículo 45 constitucional, pues los reclamantes no han sido privados de ningún inmueble de su propiedad, ni las pruebas recibidas permiten reconocer, a favor de ellos, la calidad de poseedores legítimos con derecho consolidado al través del tiempo, como para afirmar que se les despojó de la pertenencia de un derecho de posesión.  Nótese que los testigos que declararon en la diligencia de inspección ocular practicada por el señor Juez Penal de Puntarenas, se refieren tan sólo a actos de posesión ocurridos en fecha reciente, o sea a fines del año pasado y en  los días de la última Semana Santa; y el propio señor Guzmán Herrera expresó, en la misma diligencia, que “este terreno fue limpiado por él y los demás precaristas desde finales del año mil novecientos sesenta y cuatro, y que se dispusieron a vivir allí a partir del Jueves Santo de ese año, que fue cuando construyeron las casitas que fueron destruidas y las que se encuentran todavía en pie.”

